INTRODUCCIÓN

CARLOS CASTELLANOS

Señor Presidente de la Comisión,

Señoras Comisionadas,

Señora Relatora Especial para la Libertad de Expresión,

Soy Carlos Castellanos, y me encuentro aquí en representación de organizaciones sociales de mujeres, obreros, campesinos, estudiantes y trabajadores autónomos del país. 
Agradecemos por la oportunidad que nos brindan, a través de esta audiencia temática, de presentar información relacionada al estado actual de las libertades de expresión y de asociación en el país, que se han visto gravemente afectadas con la entrada en vigencia de la Ley Orgánica de Comunicación y el Decreto 16 con el denominado Reglamento para el Funcionamiento del Sistema Unificado de Información de las Organizaciones Sociales y Ciudadanas. Estas normas, que contienen graves violaciones a derechos y libertades consagrados en nuestra Constitución y en los instrumentos internacionales, han pasado a formar parte del grupo de leyes restrictivas que se aplican en el país para perseguir y sancionar a quienes piensan diferente.
En este contexto, resulta imprescindible que la sociedad civil ecuatoriana acuda nuevamente a ustedes para señalar que continúa el hostigamiento y la estigmatización contra líderes sociales e indígenas, periodistas y ciudadanos comunes, por el simple hecho de disentir. Cada vez son más las amenazas y agresiones a quienes ejercen el oficio de informar, y las investigaciones y juicios contra quienes salen a protestar por el descontento con las políticas gubernamentales. En los últimos seis años son más de 700 los periodistas y comunicadores agredidos, más de 200 los líderes sociales procesados judicialmente y más de 40 ya sentenciados. Incluso ecuatorianos residentes en el exterior son hostigados y represaliados por protestar públicamente contra el gobierno nacional.
Es necesario señalar que la mano del Presidente continúa dentro de la justicia, pues es él, personalmente, quien en sus acostumbradas sabatinas ordena la forma en la que fiscales y jueces deben actuar contra los ciudadanos. Es él quien nos declara culpables, y los jueces nos sentencian. Por esto, también manifestamos nuestra profunda preocupación por la inminente entrada en vigencia del nuevo Código Orgánico Integral Penal, cuyo articulado claramente contradice estándares internacionales de derechos humanos al criminalizar la opinión, la expresión, la protesta social y hasta la práctica profesional.

LIBERTAD DE ASOCIACIÓN Y DECRETO 16

MARIANA PALLASCO

Señores Comisionados, soy Mariana Pallasco, Presidenta de la Unión Nacional de Educadores del Ecuador.

A inicios de junio de 2013, violando los principios de legalidad y reserva de ley, el Presidente del Ecuador expidió un Decreto Ejecutivo para legalizar los atropellos que se han cometido por parte del Estado en contra de organizaciones sociales, sindicales, gremiales y ciudadanas.

Es necesario señalar que los estándares establecidos por esta Honorable Comisión y su Relatoría para Defensores y Defensoras de Derechos Humanos, son claramente violados a través del Decreto 16. Esta norma establece:

· Requisitos y trámites excesivos y onerosos, que además son poco claros y subjetivos, sujetando la existencia misma de la organización a la voluntad de un funcionario público;

· Obligación de registro a todas las organizaciones, incluyendo las de hecho; si este registro no es obtenido, las organizaciones estarían actuando al margen de la ley;

· Prohibiciones a la sociedad civil de participar o expresarse en asuntos de interés público, pues dedicarse a actividades que el Gobierno considere de política partidista, de injerencia en políticas públicas, de afectación a la seguridad interna o externa del Estado, o a la paz pública, son causales de disolución de una organización;

· Los distintos trámites y procedimientos contenidos en el Decreto, vulneran el debido proceso y están regulados de manera imprecisa, abierta y discrecional; y

· Se viabiliza la imposición de miembros, cuando cualquier persona que tenga interés legítimo en el trabajo de una organización, puede solicitar su ingreso sin opción de negarle el mismo.

La Convención garantiza nuestro derecho a asociarnos libremente con fines ideológicos, religiosos, políticos, económicos, laborales, sociales, culturales, deportivos o de cualquier otra índole. El Decreto 16 desconoce por completo esta garantía, también reconocida en la Constitución, modificando un derecho fundamental con una norma infralegal. El funcionamiento de la sociedad civil queda condicionado al arbitrio de una autoridad estatal con facultades abiertas, indefinidas e ilimitadas.

Pero esta normativa no puede ser entendida sin mirar el contexto nacional, en el que el Estado ha llevado a cabo, de manera sistemática, actos de persecución, criminalización y sanción a líderes sociales.

Por ejemplo, el caso de la organización que represento, la Unión Nacional de Educadores. A través de simples oficios circulares se ha restringido derechos reconocidos en la Constitución y los tratados internacionales, así como en jurisprudencia de la Honorable Corte Interamericana en el caso Baena Ricardo, eliminando las cuotas y permisos sindicales; prohibiendo la asistencia de los docentes a eventos públicos y académicos; e incluso impidiendo el desarrollo de actividades gremiales. Sin embargo los docentes son despedidos si es que no participan de las convocatorias políticas del partido de gobierno.

La persecución se ha materializado también con la apertura de sumarios administrativos contra profesores que han ejercido su derecho a la movilización y a la organización, que han concluido con cuestionadas destituciones en las que no se han otorgado las más elementales garantías al debido proceso. Pero más grave aún, es la aplicación de normas de sabotaje y terrorismo para criminalizar el legítimo derecho a la protesta social. 

El caso más grave, el de la profesora Mery Zamora, condenada a 8 años de prisión por delito de sabotaje, por haber participado de una reunión gremial. Además 88 estudiantes del Colegio Central Técnico, en su mayoría menores de edad, fueron apresados por realizar un plantón de protesta en las afueras de su institución educativa. Doce de ellos fueron acusados y condenados por el delito de rebelión contra el Estado. El derecho de reunión también ha sido criminalizado con casos como el de “Los 10 de Luluncoto”, un grupo de jóvenes estudiantes y profesionales de diferentes sectores del país, acusados y condenados por tentativa de terrorismo, por haber participado de una reunión de organización de la denominada “Marcha plurinacional por el agua”.

CARLOS PÉREZ GUARTAMBEL

Señores Comisionados, soy Carlos Pérez Guartambel, Presidente de la ECUARUNARI, y defensor de los derechos humanos y de la naturaleza. He sido encarcelado tres veces, acusado de terrorismo, por defender a la madre tierra. Estoy aquí luego de cumplir mi última condena. Nuestras organizaciones indígenas tampoco se libran de la aplicación del Decreto 16. Las comunas, comunidades, sistemas de agua, juntas de regantes, entre otras formas de organización comunitaria, están sometidos a esta norma.

Con este Decreto, a través de la creación de sistemas y registros, las autoridades tendrán acceso a toda nuestra información personal, actividades, creencias, preferencias políticas e ideológicas. Bajo el eufemismo de un proceso de acompañamiento a las organizaciones, por parte de burócratas y agentes estatales, se legaliza el control y espionaje gubernamental.
Toda manifestación de protesta, toda acción de resistencia social que cuestione las políticas públicas o decisiones estatales, es causal de disolución de la organización comunitaria, por considerarse actividades atentatorias a la seguridad pública interna y externa o que afectan la paz pública. Así, ejercer nuestro derecho a la resistencia respecto al extractivismo, o defender el agua, los páramos, la selva amazónica, la tierra, la educación bilingüe, la salud ancestral, la justicia indígena, la cultura milenaria, o actividades propias del movimiento indígena, no sólo serán criminalizadas sino que además provocarán la desaparición de nuestras organizaciones.

La mayoría de organizaciones indígenas y campesinas no cuentan con personería jurídica; son de hecho. Según este Decreto, todas las organizaciones tienen que obtener un registro estatal y aquellas que no lo hagan no podrán operar legalmente en el país. ¿Quiere esto decir que al estar al margen de la ley, los dirigentes e integrantes serían criminalizados por delitos de asociación ilícita?

Nuestras comunidades indígenas responden a procesos históricos con cosmogénesis, cosmovisiones y cosmovivencias originarias. No requerimos una creación formal por decreto para existir, pues estamos en las tierras de la Abya Yala, no desde que nos “descubrieron”, sino por más de diez mil años. Durante este tiempo hemos reciprocado a la Allpamama (madre tierra), cobijados por la multicolor wipala, construyendo el Sumak Kawsay (buen vivir).

Este Decreto soslaya derechos históricos, irrenunciables e innatos a la existencia misma de la comunidad humana. Nos hace depender de un órgano estatal político, y configura flagrantes violaciones a las libertades y derechos humanos y colectivos. Por ello, la Ecuarunari y otras organizaciones presentamos una acción de inconstitucionalidad contra este Decreto, que hasta el momento no ha sido atendida y duerme el sueño una parcializada justicia constitucional. 

Para concluir, quiero manifestarles que no podemos estar peor. El Ejecutivo ha concentrado todos los poderes públicos, incluido el Legislativo y el Judicial, y ahora diseña la cancha con un nuevo Código Penal que endurece y acumula las penas, y criminaliza conductas ordinarias. Con ello se impondrá la paz de los sepulcros, el silencio y el miedo, de la mano de una acción propagandística por medios de comunicación gubernamental que raya con la ética.  ¿Dónde quedan los derechos humanos y colectivos en el Ecuador? En la ilusión que se diluye entre el canto y el desencanto. Les invito a poner el hombro y hacer que nuestros sueños no se apaguen.

LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y LEY DE COMUNICACIÓN
MIGUEL RIVADENEIRA

Soy Miguel Rivadeneira, director de Noticias de Ecuadoradio y articulista del diario El Comercio de Quito.
El 25 de junio, el gobierno de Ecuador promulgó una peligrosa Ley de Comunicación que constituye un retroceso en el ejercicio del derecho a la libertad de expresión en el hemisferio. Es una norma imprecisa, restrictiva, punitiva y antidemocrática, que es un obstáculo para el libre flujo de ideas y opiniones, indispensables para fortalecer el debate público en un Estado que se autodefine como democrático.

Los peticionarios compartimos la necesidad de democratizar la comunicación, redistribuir frecuencias y fortalecer un periodismo responsable, como promete la ley. Pero, en la práctica, esta norma propende al monopolio informativo del Estado, establece un régimen de censura previa, impone contenidos a los medios de comunicación, establece organismos estatales con facultades discrecionales para el establecimiento de responsabilidades ulteriores, en manos de funcionarios públicos que no son independientes del Ejecutivo.

Está en vigencia una Ley de Comunicación que atenta contra los principios universales de los derechos humanos de la libertad de expresión y de prensa. Define a la comunicación como servicio público, desnaturalizándola de su condición de derecho fundamental; así, medios y periodistas serán sometidos a excesivos controles administrativos del Estado. Establece censura previa a través de una figura restrictiva denominada “linchamiento mediático” destinada expresamente a impedir la investigación periodística sobre asuntos de interés público e inhibir el escrutinio que la prensa debe hacer a la gestión pública.

En la práctica, ¿cuáles son algunas consecuencias de esta ley?

· Mediante un comunicado oficial publicado en un medio en manos del Estado, como si se tratara de una comparecencia judicial, varios periodistas y articulistas fuimos conminados por la Secretaría de Comunicación de la Presidencia a visitar una zona de la región amazónica donde se había producido una afectación ambiental de la empresa Texaco Chevron. La citación se realizó a quienes habíamos informado u opinado en medios de comunicación privados al respecto. El gobierno nacional no sólo impuso el tema sino también la agenda de algo que a su criterio es de relevancia pública.
· Por el simple hecho de haber entrevistado a veedores ciudadanos, cuya opinión no era acorde a las tesis oficiales, y que actualmente se encuentran procesados, nuestro medio de comunicación recibió la orden de difundir una cadena nacional en la que se atacó el contenido de la entrevista y se descalificó al entrevistado.

· Por haber leído a nuestra audiencia el articulado constitucional relacionado con la inmunidad parlamentaria, a propósito del caso del asambleísta Cléver Jiménez, fuimos objeto de ataques y discurso estigmatizante en una de las cadenas sabatinas del Presidente.
Finalmente, quiero manifestar a ustedes la preocupación de varios medios de comunicación de carácter nacional, de la imposición legal de que un funcionario permanezca en su sede para verificar que la información y los contenidos se ajusten a la normativa vigente. Bajo el nombre de “defensor de la audiencia”, la Ley de Comunicación consagra la existencia de censores dentro de los medios. Sus funciones y atribuciones no han sido establecidas aún, dejando abierta la posibilidad de que estas se fijen en un simple reglamento.
JEAN CANO

Honorables Comisionados, 

Soy Jean Cano, periodista. He investigado casos de corrupción y de violaciones a los Derechos Humanos desde hace más de una década. 

La Ley de Comunicación atenta directamente contra la libre circulación de información de casos de relevancia pública, en especial aquellos relacionados con denuncias de corrupción, violaciones a derechos y libertades, y críticas a la gestión de autoridades y funcionarios públicos. Con ello se coarta dramáticamente la investigación periodística.

La figura del “linchamiento mediático” pretende blindar a los funcionarios estatales del necesario control ciudadano y periodístico de su actuación pública. La violación a esta norma debe ser calificada por el Consejo de Comunicación y el Superintendente de Información, órganos dependientes del Ejecutivo. El Superintendente posesionado hace pocos días, ha demostrado en varias intervenciones públicas una animadversión clara al trabajo de la prensa privada. Su independencia para decidir sobre estos temas está seriamente cuestionada.

El artículo 13 de la Convención Americana garantiza el derecho de reserva de fuente para todos los comunicadores y medios de comunicación. Algo que es esencial en los procesos investigativos. Sin embargo, esta ley lo impide. Para nosotros, recibir información de manera informal y reservada es un acto habitual en el proceso de una investigación periodística sobre cualquier tema. Y exige que quienes sean nuestros informantes cuenten con suficientes garantías de que su identidad, así como los medios mediante los cuales consiguieron la información no sean revelados. 

Esta situación se agrava con la prohibición expresa en la Ley de informar hechos que sean calificados de reservados. Esta Comisión ha mencionado que la determinación de esa calidad debe estar definida en forma precisa y clara por la ley, lo que no ocurre en nuestro caso.

Asimismo la Ley de Comunicación faculta al Estado a imponer contenidos a los medios, violando el principio de independencia en la línea editorial que esta Comisión tantas veces ha defendido. Y puede detener, sin más, un proceso periodístico. La Ley dispone que la calificación de lo que constituye un asunto de interés público a discrecionalidad de la Superintendencia. Esto acarrea una imposición grave: si se publica una serie de reportajes sobre un hecho de corrupción pública, por ejemplo, las autoridades pueden detener este proceso, disponiendo la publicación de información que ellos consideren relevante para sus intereses: una nueva represa, un plan de vivienda estatal, etc.

Además, se nos quiere imponer una sola forma de mirar la realidad en el Ecuador. Una sola verdad. El artículo 22 establece: “Todas las personas tienen derecho a que la información de relevancia pública que reciben a través de los medios de comunicación sea verificada, contrastada, precisa y contextualizada”. Y al respecto señala: “La contrastación implica recoger y publicar, de forma equilibrada, las versiones de las personas involucradas en los hechos narrados”. Esto contradice los estándares internacionales en el sentido de que para que una información esté protegida bajo el artículo 13 de la Convención basta con que el periodista tenga suficientes elementos de convicción para suponer que la información que está difundiendo es cierta.
Hay también una extrema limitación para informar acerca de asuntos judiciales. La Ley contiene términos vagos relacionados a posición institucional, que no permiten definir si es un editorial o una o varias noticias sobre un tema, lastimando los procesos investigativos del periodismo que colaboran con el ejercicio pleno de la democracia, especialmente en casos criminales y de corrupción.

Los efectos de estas restricciones ya han empezado. A los periodistas nos han limitado en las actividades diarias y la Ley ha generado autocensura entre quienes hacemos periodismo, y en especial el de investigación.

Las unidades de investigación de varios medios han desaparecido y otras han evitado trabajar en temas de interés nacional. Y si lo hacen, según las palabras de una periodista que trabaja en un medio que ha sido crítico con el gobierno, deben obligatoriamente recoger la posición estatal con respecto a un tema, caso contrario este no se publica.
Asimismo, los programas de debate público en la televisión han perdido espacio. Apenas un canal nacional de seis, mantiene una línea editorial claramente libre, crítica y fiscalizadora con las acciones del gobierno de turno. Los demás, han plegado o han callado en temas sensibles.

Este obligado silencio del periodismo ecuatoriano atenta contra la Convención, los tratados internacionales y la misma Constitución de mí país. 

A continuación María Dolores Miño presentará a ustedes nuestras peticiones.

CIERRE Y PETICIONES

MARÍA DOLORES MIÑO
Señoras y Señores Comisionados:

De acuerdo a lo que se ha expuesto en esta audiencia, nos permitimos formular las siguientes peticiones a la Honorable Comisión:

1. Establecer una fecha definitiva para la visita in loco de la Comisión a Ecuador. Recordamos a ustedes que el Estado ha reiterado en múltiples ocasiones la invitación abierta a visitar el país. Su presencia servirá para que puedan dialogar con todos los sectores y conocer de primera mano el grado de deterioro de los derechos humanos en el Ecuador.
2. Elaborar un informe especial sobre la situación de los derechos humanos y la democracia en Ecuador, en el que se formule recomendaciones al Estado para garantizar el pleno respeto y protección de los derechos humanos y la institucionalidad democrática.
3. Que la Comisión solicite a la Corte Interamericana una Opinión Consultiva sobre el derecho a la libertad de expresión, en la que se determinará si es compatible con la Convención Americana:
a. Que los Estados a través de una ley obliguen a los medios a publicar información que consideren de interés público, y prohíban publicar información que éstos no la consideren como tal;
b. Que una ley imponga un funcionario estatal en la sede de los medios de comunicación para verificar que los contenidos se adecúen a las normas vigentes; y
c. Que una norma prohíba a los medios difundir información que potencialmente pueda desprestigiar a una persona natural o jurídica o reducir su credibilidad pública.

4. Que la Honorable Comisión solicite a la Corte Interamericana una Opinión Consultiva sobre el derecho a la libertad de asociación en la que se determinará si es compatible con la Convención Americana:
a. Que se establezca una obligación general a todos las formas de organización, de hecho y de derecho, de obtener un registro estatal para poder operar “legalmente” en el país;

b. Que a través de una norma se obligue a las organizaciones a admitir a cualquier ciudadano en condición de miembro, sin que exista la posibilidad de que estas puedan negar el ingreso; y
c. Que una norma avale la posibilidad discrecional de un Gobierno de disolver una organización cuando, por ejemplo, realice incidencia en políticas públicas o alterar la paz pública.

5. Que la Comisión preste especial atención a los casos de líderes sociales, dirigentes indígenas, defensores de derechos humanos y de la naturaleza, periodistas y ciudadanas y ciudadanos perseguidos, que han sido enjuiciados y sentenciados por ejercer sus libertades, para que oportunamente se les otorgue medidas cautelares para preservar su integridad personal y sus derechos fundamentales. Hacemos también el pedido para que la Honorable Comisión tramite de manera expedita los casos relativos a violaciones a la libertad de expresión y asociación, a fin de que se repare de manera integral a las víctimas de dichas violaciones y el Estado adopte las medidas necesarias de no repetición.
Finalmente, queremos alertar a la Comisión por los posibles actos de hostigamiento y amenazas de las que podemos ser objeto por comparecer el día de hoy a esta audiencia como ha ocurrido en ocasiones anteriores. En este sentido solicitamos a la Comisión que inste al Estado a respetar plenamente lo establecido en el artículo 61 del Reglamento de la CIDH.

Muchas gracias.
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